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Rivera Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

 Comparece ante este tribunal apelativo, el Sr. Juan 

Hernández Gómez (señor Hernández Gómez o el apelante) mediante 

el recurso de Apelación de epígrafe solicitándonos que revoquemos 

la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas (TPI), el 31 de enero de 2024, notificada el 11 

de abril siguiente.1 Mediante este dictamen, el foro primario 

desestimó la demanda instada por el apelante, más le impuso el 

pago de $3,000 en honorarios de abogado y costas del litigio.  

Asimismo, ordenó al Sr. Ramiro Malavé Olmeda (el señor Malavé 

Olmeda o el apelado) a informar el curso de acción sobre la 

reconvención que incoó o si desiste de la misma.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos el dictamen apelado.  

 

 
1 Este dictamen en efecto constituye una Sentencia Parcial acorde con la Regla 

42.3 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.3. 
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I. 

El 7 de julio de 2011, el señor Hernández Gómez, la Sra. 

Teresita Hernández Figueroa y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta por ambos, presentaron una Demanda 

contra el señor Malavé Olmeda, entre otros. Se alegó que el apelado, 

sin autorización legal, movió los puntos de unas colindancias para 

su propio beneficio, privando al señor Hernández Gómez de su 

propiedad tras haberla dejado enclavada. En la súplica, estos 

solicitaron al TPI que ordenara al señor Malavé Olmeda de 

abstenerse de invadir la propiedad del apelante, respetar el punto 

de colindancia y abstenerse de molestar al aquí apelante. Además, 

se peticionó que se le concediera el paso a la finca y condenara al 

apelado por los daños y perjuicios alegados.2  

 Luego de varios trámites, que no son necesarios consignar, el 

13 de junio de 2017 el TPI dictó una Sentencia Sumaria declarando 

Con Lugar a la demanda de epígrafe.3 El 30 de noviembre de 2020, 

un panel hermano dictó una Sentencia revocando dicho dictamen 

desestimatorio sumario (KLAN202000759). Dicho panel concluyó 

que:4  

    Existen controversias sobre los siguientes hechos: 
(1) si la propiedad de los Demandantes tenía acceso a 
la vía pública cuando la adquirieron en el 2007; (2) qué 
acceso hacia la vía pública es el más idóneo para la 
finca de los Demandantes; (3) si existía alguna 
propiedad (no del Demandado) que estuviera obligada 
a proveer dicho acceso; (4) si el Demandado movió 
los puntos de las colindancias; y (5) cuáles son los 
linderos de los predios en controversia.  
… 
Además, el TPI erró al dejar sin adjudicar la solicitud 
de los Demandantes sobre deslinde y amojonamiento.  
Aun si, luego del juicio, se determinase que el 
Demandado movió los puntos de colindancia, sería 
necesario que el TPI lleve a cabo el deslinde y 
amojonamiento solicitado. [Énfasis nuestro] 

 

 
2 Conforme surge de los autos originales, la demanda fue enmendada en tres (3) 
ocasiones.   
3 El dictamen fue notificado el 28 de junio de 2017.  
4 Véase, Apéndice del Recurso, a las págs. 7 y 8.  
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 En lo aquí pertinente, el 9 de enero de 2023, el TPI celebró 

una vista en la cual el Hon. Benicio Sánchez La Costa dispuso sobre 

varios asuntos. Entre estos, indicó lo siguiente:5  

• Previo a la vista, el licenciado Tirado deberá 
someter la certificación con relación a su perito en 
un sobre sellado. 

• Por ser una acción de deslinde, se requiere 
prueba pericial, por lo que en la vista señalada se 
discutirá la certificación en cuanto al perito del 
licenciado Tirado, quien adelantó que su nuevo 
perito lo será el Ing. Harry Figueroa. A partir del 1 
de febrero de 2023 se concederán los términos para 
que los abogados de las partes codemandadas se 

expresen.  

El 31 de enero de 2023, el apelante instó una moción titulada 

Sustitución de Perito y Solicitud de Orden.6 En síntesis, expresó 

haber cumplido con las órdenes del tribunal y que su perito 

continuaba indispuesto de salud, por lo que sugirió que se 

permitiera al perito de la parte demandada utilizar los planos 

preparados por su perito. Expuso que el ingeniero agrimensor 

Carrasquillo también preparó un plano concurrente por lo que, 

conforme a la Regla 805 (f) de las de Evidencia, este puede hacer 

referencia y utilizar el plano de su perito indispuesto. 

El 1 de febrero de 2023, se celebró una conferencia sobre el 

estado de los procedimientos mediante videoconferencia en la cual 

el TPI dispuso lo siguiente:7 

• Las partes codemandadas tendrán hasta el 22 de 
febrero de 2023 para exponer sus respectivas 

posiciones en cuanto a la solicitud de autorización 
de sustitución de perito.  

• El escrito podrá ser presentado en conjunto, si 
así lo interesan. 

• Posteriormente el licenciado Tirado tendrá cinco 
días para cualquier réplica y cinco días para la 
dúplica a la réplica.  

• Los términos son de estricto cumplimiento. 

• Se pautó una Vista Seguimiento para el 28 de 
abril de 2023 a la 10:00 am mediante 
videoconferencia. 

• En la resolución que emita, conforme a su 
determinación, indicará si se mantiene la fecha de 
vista.  

 
5 Véase, Autos Originales, Minuta transcrita el 10 de enero de 2023, Folio 518.  
6 Íd., a la pág. 109.  
7 Véase, Autos Originales, Minuta Transcrita el 9 de febrero de 2023, Folio 519.  
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El 17 de febrero siguiente, el señor Malavé Olmeda presentó 

su oposición a la sustitución en moción intitulada Réplica en 

Oposición a Solicitud de Enmienda.8 En esencia, adujo que la 

petición para sustituir el perito constituía una enmienda al informe 

de conferencia con antelación al juicio, lo cual provocaría reiniciar 

todos los procedimientos.9 El codemandado, el Sr. José Israel Ortiz 

Rivera, no se opuso a la sustitución sugerida.10 Por su parte, los 

codemandados, el Sr. Pedro Crespo Claudio y la Sra. Carmen 

Martínez González, se opusieron a la sustitución. De igual manera, 

señalaron que “sustituir un perito que nunca ha emitido una 

opinión por escrito, equivale a iniciar el proceso después de 11 años 

de litigio.”11 El 13 de septiembre de 2023, el señor Ramiro Malavé 

presentó una moción intitulada Reiteración-Desestimación 

señalando que, ante la ausencia del perito anunciado por la 

apelante, procede la desestimación.12 

De los autos originales surge que el 30 de octubre de 2023, 

notificada el 3 de noviembre siguiente, el Hon. Benicio G. Sánchez 

La Costa dictó la siguiente Orden: 

     Atendemos los escritos presentados por las 
partes en este caso, relacionados con la moción 
titulada “Sustitución de Perito y Solicitud de Orden”. 
Examinada dich[o] [escrito] y los escritos en oposición 
presentados por las partes codemandadas 
pendientes de adjudicación, disponemos como sigue:  
     Se concede al Demandante un término de 10 días 
para informar si el ingeniero Gutiérrez continúa 

indispuesto de salud o si estará disponible para 
continuar como su perito en este caso. 
    De continuar afectado de salud, someta un 
certificado médico acreditando su condición, en sobre 
sellado.  
    De continuar éste en el Hospital de Veteranos, 
someta proyecto de orden para obtener un certificado 
de dicha institución. 
    De establecer el Demandante la no disponibilidad del 
Ingeniero Gutiérrez por quebranto o condición de 
salud, se le concederá un término de veinte días para 

 
8 El 30 octubre de 2023, notificada 3 de noviembre siguiente, el TPI declaró sin 
lugar dicha moción. Véase, Autos Originales, Folios 539-540. 
9 Véase, Autos Originales, Folios 531-536. 
10 El 30 octubre de 2023, notificada 3 de noviembre, el TPI declaró Enterado a 

dicha moción. Véase, Autos Originales, Folios 539-540. 
11 Véase, Autos Originales, Folio 541-542.  
12 Íd., Folio 543. 
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informar el perito sustituto propuesto y notificar su 
curriculum vitae. [Énfasis nuestro] 

  

Así las cosas, y transcurrido en exceso del término concedido 

sin ningún trámite ulterior, el 31 de enero de 2024, notificada el 

11 de abril siguiente, la Hon. Evyanne Mártir Hernández emitió el 

dictamen apelado. En este, la Magistrada apuntaló que el Artículo 

197 de la Ley núm. 210-2015, 30 LPRA sec. 6313, establece cómo 

se efectuará el proceso de mesura. Al respecto, razonó que: 

[…] 
     Ante el cuadro expuesto, y siendo un requisito en el 
proceso de deslinde radicar un plano de mesura, el 
agrimensor o ingeniero licenciado que efectuó el mismo 
debe acreditar bajo juramento haber cumplido con los 
requisitos antes mencionados. Por lo que, en el 
presente caso es evidentemente que la no 
disponibilidad del perito de la parte demandante 
impedirá el que se cumpla con lo dispuesto en la Ley 
210, supra; máxime, si ante la ausencia no justificada 
ni anuncio de nuevo perito, carece de la prueba 
necesaria para probar su reclamación. 
… 
    Finalmente, concluimos que permitir la sustitución 
del perito conllevaría iniciar con el descubrimiento de 
prueba y un aumento en los costos del litigio para la 
parte demandada. Además, se le concedería a la parte 
demandante una oportunidad para cumplir con los 
requisitos que una acción de deslinde requiere.”13  

 

 El 11 de abril de 2024, se emitió una Notificación Enmendada 

de la sentencia. El 17 de mayo de 2024, notificada el 4 de junio 

siguiente, se denegó la solicitud de reconsideración sometida por el 

señor Hernández Gómez. De igual manera, e inconforme con el 

dictamen, el apelante instó oportuna solicitud de reconsideración, 

la cual fue declarada No Ha Lugar ese mismo día y notificada en 

dicha fecha. 

 Aún en desacuerdo, el apelante acude ante este foro apelativo 

mediante el recurso de apelación de epígrafe imputándole al TPI 

haber incurrido en los siguientes errores: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DESESTIMAR LA DEMANDA SIN HABER UN SOLO 
INCUMPLIMIENTO CON ÓRDENES DEL TRIBUNAL. 
 

 
13 Véase, Apéndice del Recurso, a la pág. 134. [Énfasis en el original y subrayado 

nuestro]. 
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR UNA SENTENCIA MEDIANTE LA CUAL DEJÓ 
ENCLAVADA UNA FINCA. 
  
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
IMPONER HONORARIOS Y COSTAS EN UNA 
SENTENCIA PARCIAL. 

 

 El 15 de julio de 2024, dictamos una Resolución concediendo 

a la parte apelada el término de treinta (30) días para expresarse y 

se le ordenó al TPI elevar los autos originales del caso de epígrafe.  

El 22 de julio de 2024, recibimos los autos originales y el 12 

de agosto siguiente, la parte apelada instó su oposición al recurso.  

Así, nos damos por cumplidos y a su vez, decretamos perfeccionado 

el recurso.  

 Analizados las comparecencias de las partes, el expediente 

apelativo y los autos originales; así como estudiado el derecho 

aplicable, procedemos a resolver.  

II. 

La desestimación  

Si bien en nuestro ordenamiento existe una clara política 

judicial de que todos los casos sean ventilados en sus méritos, 

garantizando así un debido proceso de ley a las partes, ello debe 

realizarse de forma justa, rápida y económica, y sin permitir “que 

una parte adquiera el derecho a que su caso tenga vida eterna en 

los tribunales manteniendo a la otra parte en un estado de 

incertidumbre, sin más excusa para su falta de diligencia e interés 

en la tramitación del mismo que una escueta referencia a 

circunstancias especiales”. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 154 

DPR 217, 221 (2001). Además, existe un importante interés de que 

todo litigante no se perjudique por los actos y omisiones de su 

abogado. S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 163 DPR 738, 745 (2005). 

En lo aquí pertinente, la Regla 39.2 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, en su inciso (a), 32 LPRA Ap. V, R. 39.2 (a), 

dispone:  
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Si la parte demandante deja de cumplir con estas reglas 
o con cualquier orden del tribunal, el tribunal a 
iniciativa propia o a solicitud de la parte demandada 
podrá decretar la desestimación del pleito o de 
cualquier reclamación contra ésta o la eliminación de 
las alegaciones, según corresponda. Cuando se trate 
de un primer incumplimiento, la severa sanción de la 
desestimación de la demanda o la eliminación de las 
alegaciones tan sólo procederá después que el tribunal, 
en primer término, haya apercibido al abogado o 
abogada de la parte de la situación y se le haya 
concedido la oportunidad para responder. Si el abogado 
o abogada de la parte no responde a tal apercibimiento, 
el tribunal procederá a imponer sanciones al abogado 
o abogada de la parte y se notificará directamente a 
la parte sobre la situación. Luego de que la parte haya 
sido debidamente informada o apercibida de la 
situación y de las consecuencias que pueda tener el que 
la misma no sea corregida, el tribunal podrá ordenar 
la desestimación del pleito o la eliminación de las 
alegaciones. El tribunal concederá a la parte un 
término de tiempo razonable para corregir la situación 
que en ningún caso será menor de treinta (30) días, 
a menos que las circunstancias del caso justifiquen que 
se reduzca el término. 
 

Como puede advertirse, la regla establece que, cuando se trate 

de un primer incumplimiento, la sanción severa de la desestimación 

de la demanda, o la eliminación de las alegaciones, solo podrá 

decretarse cuando se aperciba al abogado de la parte sobre la 

situación y se le conceda la oportunidad para responder. Si el 

abogado desatiende las órdenes judiciales que a tales efectos se 

emitan, entonces el tribunal impondrá sanciones al abogado “y se 

notificará directamente a la parte sobre la situación” y las 

consecuencias que puede tener si esta no se corrige. En otras 

palabras, no se decretará la desestimación del pleito y no se 

eliminarán las alegaciones de la demanda, sin que antes se aperciba 

directamente a la parte sobre la sanción. La razón para no imponer 

sanciones drásticas al cliente de forma inmediata es clara: de 

ordinario, la parte que ejercita su derecho en corte no está 

informada de los trámites judiciales rutinarios. Pueblo v. Rivera 

Toro, 173 DPR 137, 147 (2008); Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 

supra, a la pág. 223; Dávila v. Hosp. San Miguel, Inc., 117 DPR 807, 

814 (1986). 
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La Regla 39.2 (a), supra, también dispone que el tribunal 

deberá conceder a la parte con interés un término razonable, no 

menor de treinta (30) días, para corregir la situación. De incurrir en 

otro incumplimiento con posterioridad a la advertencia y a la 

imposición de sanciones económicas, entonces el tribunal quedará 

facultado para decretar la desestimación del caso. De esta manera, 

antes de la desestimación de la reclamación, se brinda a la parte la 

oportunidad de tomar las medidas necesarias para salvaguardar la 

defensa de sus derechos y a que su caso se dilucide en sus méritos. 

HRS Erase v. CMT, 205 DPR 689,706 (2020).  

 De otra parte, la facultad de imponer sanciones económicas 

ante el incumplimiento con las órdenes del tribunal también surge 

de la Regla 37.7, 32 LPRA Ap. V, R. 37.7. A pesar de la facultad que 

ostenta el tribunal para imponer sanciones, desestimar o eliminar 

las alegaciones, este curso de acción debe ser ejercido juiciosa y 

apropiadamente. Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, 113 DPR 

494, 498 (1982). La desestimación como sanción debe prevalecer 

sólo en situaciones extremas en las cuales “haya quedado 

demostrado de manera clara e inequívoca la desatención y el 

abandono total de la parte con interés y después que otras sanciones 

hayan probado ser ineficaces en el orden de administrar justicia y, 

en todo caso, no debería procederse a ella sin un previo 

apercibimiento”. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, a la pág. 

222.  En fin; 

     Planteada ante un tribunal una situación que, de 
acuerdo con la ley y la jurisprudencia aplicables, 
amerita la imposición de sanciones, éste debe, en 
primer término, imponer las mismas al abogado de la 
parte. Si dicha acción disciplinaria no produce frutos 
positivos, procederá la imposición de la severa sanción 
de la desestimación de la demanda o de la eliminación 
de las alegaciones, tan solo después que la parte haya 
sido debidamente informada y/o apercibida de la 
situación y de las consecuencias que puede tener el que 
la misma no sea corregida. La experiencia señala que 
en la gran mayoría de los casos que presentan esta 
clase de dificultades […] las partes no están enteradas 
de la actuación negligente de sus abogados y, al 
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advenir en conocimiento de ello, la situación es 
corregida de inmediato. Una parte que haya sido 
informada y apercibida de esta clase de situación y no 
tome acción correctiva, nunca podrá querellar, ante 
ningún foro, de que se le despojó injustificadamente de 
su causa de acción y/o defensas. [nota al calce 
omitida]. Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, supra, a 
la pág. 498.  Véase, además, Mejías et al. v. Carrasquillo 
et al., 185 DPR 288 (2012). 
 

Por último, es preciso destacar, también, que corresponde al 

TPI la dirección de los casos que tiene ante su consideración. Por 

ello, el desarrollo efectivo de los procesos judiciales requiere que ese 

foro tenga flexibilidad y discreción, así como poder y autoridad 

suficiente para conducir los asuntos litigiosos y para aplicar las 

medidas correctivas apropiadas, según su buen juicio, 

discernimiento y sana discreción. Estas medidas correctivas tienen 

el propósito de disuadir a aquellos litigantes que recurren a la 

dilación o al entorpecimiento de los procesos como estrategia en la 

litigación. Por consiguiente, los foros apelativos solo podrán 

intervenir con esas prerrogativas judiciales cuando detecten abuso 

de discreción, pasión, prejuicio, arbitrariedad o error manifiesto en 

la determinación apelada o recurrida, o cuando sea absolutamente 

necesario para evitar el fracaso de la justicia. Pueblo v. Vega, 

Jiménez, 121 DPR 282, 287 (1988); y Continental Ins. Co. v. Isleta 

Marina, 106 DPR 809, 815 (1978). 

III. 
 

 En el primer error, el apelante argumentó que el foro apelado 

erró al desestimar la demanda sin cumplir con los requerimientos 

de la Regla 39.2, antes citada, y, en especial, sin existir un 

incumplimiento con las órdenes del tribunal. Conforme 

discutiremos a continuación, el análisis de este señalamiento de 

error resulta suficiente para disponer los méritos del recurso.  

 De entrada, resulta menester señalar que, examinados 

minuciosamente los autos originales del caso ante nuestra 

consideración, nos percatamos que el foro apelado no realizó las 
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sanciones progresivas según disponen el ordenamiento procesal y la 

jurisprudencia interpretativa previamente esbozada. La Regla 39.2 

de las de Procedimiento Civil, antes citada, es clara al indicar que 

en situaciones donde amerite la imposición de sanciones, estas 

deben ser impuestas en primer lugar al abogado de la parte.  

Establece, además, que cuando dicha sanción no produce efectos 

positivos, entiéndase el abogado no respondió luego de habérsele 

otorgado la oportunidad, se procederá con la imposición de la severa 

sanción de la desestimación de la demanda o la eliminación de las 

alegaciones. Esto, siempre y cuando la parte haya sido informada 

directamente por el tribunal y apercibida de la situación; así como 

de las consecuencias.  

Así pues, en el presente caso, no surge que en las vistas 

celebradas el 9 de enero y 1 de febrero de 2023 se haya advertido al 

representante legal del apelante sobre posibles sanciones ante su 

incumplimiento. Tampoco surge de los autos originales que el TPI 

haya ordenado que las minutas transcritas fuesen notificadas a 

las partes en el pleito. De igual manera, en la Orden del 30 de 

octubre de 2023, no hubo advertencia alguna ni mucho menos 

fue apercibida la parte demandante de la posible desestimación 

de la demanda ante el incumplimiento con informar un nuevo perito 

y/o someter el certificado médico del Ing. Gutiérrez. Al respecto, 

precisa agregar que dicha orden fue notificada solamente al 

representante legal del señor Hernández Gómez, Lcdo. Gerardo E. 

Tirado Menéndez. Es decir, el apelante nunca fue apercibido 

directamente de la posible sanción por lo que sucedía en el trámite 

judicial del caso.  

Además, no podemos obviar que en la moción intitulada 

Sustitución de Perito y Solicitud de Orden el señor Hernández Gómez 

incluyó unas comunicaciones que evidencian los trámites que este 

llevó a cabo para cumplir con lo ordenado por el TPI el 9 de enero de 
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2023. Es decir, no se cruzó de brazos. Posteriormente, en atención 

a dicha moción, el 1 de febrero de 2023, el TPI concedió término a 

la parte demandada para expresarse. Una vez cumplida con dicha 

orden, el foro a quo emitió el dictamen del 30 de octubre de 2023 en 

la cual dispuso varias órdenes sobre las mociones que allí atendió.  

De otro lado, advertimos que las mociones intituladas Réplica 

en Oposición a Solicitud de Enmienda, Oposición a Sustitución de 

Perito, y Reiteración-Desestimación fueron declaradas sin lugar por 

el TPI, según surge de los autos originales. Por lo cual, el foro 

apelado incurrió en grave error al volver a disponer sobre dichas 

mociones variando un dictamen anterior, emitido por otro juez, sin 

esbozar un fundamento para ello.  

Ahora bien, luego de la orden dictada el 30 de octubre de 2023 

no surge gestión judicial alguna efectuada por las partes. Más aún, 

el trámite posterior es el dictamen aquí apelado. Por ende, erró el 

foro apelado al consignar en el dictamen que el señor Hernández 

Gómez ha incurrido en un reiterado incumplimiento con las órdenes 

del tribunal.  

Entendemos meritorio consignar que, desde el 27 de enero de 

2014, el apelante ha anunciado en los varios Informe de Conferencia 

con Antelación a Juicio presentados, que su perito es el Ing. Juan 

Gutiérrez Hernández. Además, desde el comienzo del caso, el señor 

Malavé Olmeda conoce que ninguno de los peritos anunciados había 

rendido un informe. De hecho, en la vista celebrada el 19 de octubre 

de 2022, el apelante informó que estaría realizando las gestiones 

para obtener el informe de su perito y el apelado indicó que en el 

término de 20 ó 30 días rendiría el informe de su perito. En 

consecuencia, el TPI concedió a las partes hasta el 29 de noviembre 

de 2022 para circular los informes periciales y determinar si 
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realizarían enmiendas al Informe de Conferencia con Antelación al 

Juicio ya presentado.14  

Por último, no podemos ignorar que el caso de autos lleva 12 

años de extensa litigación, en los cuales se han celebrado varias 

conferencias con antelación a juicio y dos (2) vistas oculares de las 

fincas más el TPI ha consignado hechos que no están en 

controversia. Sin embargo, resulta sorprendente que aún entre las 

partes existan conflictos relacionados al descubrimiento de prueba 

y, contrario a lo indicado por la parte apelada, no es hasta finales 

del 2022 que el TPI ordena la producción de los informes periciales. 

Recordamos que nuestro ordenamiento jurídico es adversativo y 

rogado, por lo cual las partes tienen el deber de ser diligentes y 

proactivos al realizar los trámites procesales.15 Además, la Regla 1 

de las de Procedimiento Civil,16 establece que las reglas que 

conforman ese cuerpo normativo deben interpretarse “de modo que 

faciliten el acceso a los tribunales y el manejo del proceso” y de tal 

manera que se garantice la “solución justa, rápida y económica de 

todo procedimiento”. Por su parte, en el presente caso y, debido a 

los efectos que conlleva la desestimación, era menester que el TPI 

atemperara “…. su aplicación, frente a la política pública de que los 

casos se ventilen en sus méritos. Ciertamente, el uso desmesurado 

de este mecanismo procesal puede vulnerar el fin que persiguen los 

tribunales, que es impartir justicia.”17  

Por tanto, en virtud de lo antedicho, y de los autos originales, 

surge que el TPI no aplicó proactivamente los mecanismos que 

provee nuestro ordenamiento procesal para aligerar la solución 

rápida del presente caso. Reiteramos, además, que el foro revisado 

actuó incorrectamente al utilizar como primera opción la 

 
14 Véase Autos Originales, Minuta transcrita el 19 de octubre de 2022, Folio 513.   
15 Véase, Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, 177 DPR 714, 719 (2009). 
16 32 LPRA Ap. V, R. 1. 
17 Véase, Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, supra, a la pág. 721. 
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desestimación de todas las causas de acción instadas en la 

demanda. Ello conlleva privar al señor Hernández Gómez de su día 

en corte, lo que como sanción primaria tiene serias implicaciones. 

En este sentido, y como ha establecido el alto foro de forma 

reiterada, la desestimación solo procede en casos extremos donde 

existe una conducta caracterizada por la desidia y el abandono total 

del caso. Lo cual, como explicamos, no ocurrió en el presente caso. 

 En conclusión, el foro apelado cometió el primer error y ello 

hace innecesario atender los restantes.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, revocamos el dictamen 

apelado.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


